
 

6. JURISPRUDENCIA Y RESPONSABILIDAD EN EL AMPARO. 

6.1. Jurisprudencia del pleno, de las salas y de los tribunales colegiados. 

 

La jurisprudencia ha sido definida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

como un fuente formal del derecho, consistente en la interpretación válida y 

obligatoria de la ley que hacen los órganos jurisdiccionales competentes del Poder 

Judicial Federal, con el objeto de desentrañar su sentido y dar a la norma 

preexistente los alcances que, sin estar contemplados claramente en ella, se 

producen en una determinada situación; aunque esta conformación judicial no 

constituye una norma jurídica de carácter general, en ocasiones llena sus lagunas, 

con apoyo en el espíritu de otras disposiciones legales que estructuran situaciones 

jurídicas como una unidad, creando en casos excepcionales normas jurídicas 

individualizadas. 

Una forma de jurisprudencia es conocida como “jurisprudencia por reiteración”. La 

doctrina la ha denominado método tradicional y es el resultado de cinco 

ejecutorias consecutivas y uniformes, no interrumpidas por otra en contrario, 

dictadas por el mismo órgano, que deben ser aprobadas por lo menos por ocho 

Ministros si se trata de jurisprudencia de Pleno, por cuatro Ministros en los casos 

de jurisprudencias de las Salas, y por unanimidad de votos de los Magistrados 

tratándose de jurisprudencia sustentada por los Tribunales Colegiados. 

Las ejecutorias de amparo y los votos particulares de los ministros y de los 

magistrados de los Tribunales Colegiados de Circuito, que con ello se relacionen, 

se publicarán en el Semanario Judicial de la Federación, siempre que se trate de 

las necesarias para constituir jurisprudencia o para contrariarla, además de la 

publicación prevista por el artículo 195 de esta ley. Igualmente se publicarán las 

ejecutorias que la Corte funcionando en Pleno, las Salas o los citados tribunales, 

acuerden expresamente.1 

6.2. Contradicción de tesis. 

 

                                            
1
 Ibídem; Artículo 197-B. 



La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha definido la contracción de tesis 

como un método de unificación, ya que tiene por objeto unificar las tesis o criterios 

en pugna; ésta resulta de una sola resolución que emite el Pleno o las Salas, 

autoridades distintas a aquellas que dictaron las tesis opuestas, sin que sea 

necesaria votación mínima, pues basta con que dicha resolución se emita por 

mayoría; su naturaleza peculiar es que no pone fin a un litigio, y que sólo decide 

un conflicto de interpretación y declara un punto de derecho. 

Cuando las Salas de la Suprema Corte de Justicia sustenten tesis contradictorias 

en los juicios de amparo de su competencia, cualquiera de dichas Salas o los 

ministros que las integren, el Procurador General de la República o las partes que 

intervinieron en los juicios en que tales tesis hubieran sido sustentadas, podrán 

denunciar la contradicción ante la misma Suprema Corte de Justicia, la que 

decidirá funcionando en Pleno cuál es la tesis que debe observarse. El Procurador 

General de la República, por sí o por conducto del agente que al efecto designe, 

podrá, si lo estima pertinente, exponer su parecer dentro del plazo de treinta días.  

La resolución que se dicte no afectará las situaciones jurídicas concretas 

derivadas de los juicios en los cuales se hubiesen dictado las sentencias que 

sustentaron las tesis contradictorias. 

El Pleno de la Suprema Corte deberá dictar la resolución correspondiente dentro 

del término de tres meses, y deberá ordenar su publicación y remisión en los 

términos previstos por el artículo 195 de la ley de amparo. 

Las Salas de la Suprema Corte de Justicia y los ministros que las integren y los 

Tribunales Colegiados de Circuito y los magistrados que los integren, con motivo 

de un caso concreto podrán pedir al Pleno de la Suprema Corte o a la sala 

correspondiente que modifique la jurisprudencia que tuviesen establecida, 

expresando las razones que justifiquen la modificación; el Procurador General de 

la República, por sí o por conducto del agente que al efecto designe, podrá, si lo 

estima pertinente, exponer su parecer dentro del plazo de treinta días. El Pleno o 

la Sala correspondiente resolverán si modifican la jurisprudencia, sin que su 

resolución afecte las situaciones jurídicas concretas derivadas de los juicios en las 

cuales se hubiesen dictado las sentencias que integraron la tesis jurisprudencial 



modificada. Esta resolución deberá ordenar su publicación y remisión en los 

términos previstos por el artículo 195 de la ley de amparo.2 

Cuando los Tribunales Colegiados de Circuito sustenten tesis contradictorias en 

los juicios de amparo de su competencia, los Ministros de la Suprema Corte de 

Justicia, el Procurador General de la República, los mencionados tribunales o los 

magistrados que los integren, o las partes que intervinieron en los juicios en que 

tales tesis hubieran sido sustentadas, podrán denunciar la contradicción ante la 

Suprema Corte de Justicia, la que decidirá cuál tesis debe prevalecer. El 

Procurador General de la República, por sí o por conducto del agente que al 

efecto designe, podrá, si lo estima pertinente, exponer su parecer dentro del plazo 

de treinta días.  

La resolución que se dicte no afectará las situaciones jurídicas concretas 

derivadas de los juicios en los cuales se hubiesen dictado las sentencias 

contradictorias. 

La Suprema Corte deberá dictar la resolución dentro del término de tres meses y 

ordenar su publicación y remisión en los términos previstos por el artículo 195.3 

 

6.3. Obligatoriedad de la jurisprudencia. 

 

La ley de amparo preceptúa en su artículo 192, que la jurisprudencia que 

establezca la Suprema Corte de Justicia, funcionando en Pleno o en Salas, es 

obligatoria para éstas en tratándose de la que decrete el Pleno, y además para los 

Tribunales Unitarios y Colegiados de Circuito, los juzgados de Distrito, los 

tribunales militares y judiciales del orden común de los Estados y del Distrito 

Federal, y tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales.  

Las resoluciones constituirán jurisprudencia, siempre que lo resuelto en ellas se 

sustenten en cinco sentencias ejecutorias ininterrumpidas por otra en contrario, 

que hayan sido aprobadas por lo menos por ocho Ministros si se tratara de 

jurisprudencia del Pleno, o por cuatro Ministros, en los casos de jurisprudencia de 

las Salas. 

                                            
2
 Ibídem; Artículo 197. 
3
 Ibídem; Artículo 197-A. 



También constituyen jurisprudencia las resoluciones que diluciden las 

contradicciones de tesis de Salas y de Tribunales Colegiados. 

Por su parte el artículo 193 del mismo cuerpo de normas, preceptúa que la 

jurisprudencia que establezca cada uno de los Tribunales Colegiados de Circuito 

es obligatoria para los Tribunales Unitarios, los juzgados de Distrito, los tribunales 

militares y judiciales del fuero común de los Estados y del Distrito Federal, y los 

tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales.  

Las resoluciones de los Tribunales Colegiados de Circuito constituyen 

jurisprudencia siempre que lo resuelto en ellas se sustente en cinco sentencias no 

interrumpidas por otra en contrario, y que hayan sido aprobadas por unanimidad 

de votos de los Magistrados que integran cada Tribunal Colegiado. 

 

6.4. Responsabilidad de los servidores públicos que conozcan del amparo. 

 

En la misma ley de amparo se detallan las responsabilidades de las autoridades 

que conocen de demandas de amparo; de las autoridades responsables y de las 

partes en el juicio de amparo. En este punto se analiza la primera de las 

modalidades. El artículo 198 de la ley de amparo, determina que los jueces de 

Distrito, las autoridades judiciales de los Estados, del Distrito Federal, en 

funciones de aquéllos, los presidentes de las juntas de conciliación y arbitraje y los 

ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, son responsables en los 

juicios de amparo por los delitos de faltas que cometan, ya en la substanciación de 

éstos, ya en las sentencias, en los términos que los definen y castigan el Código 

Penal para el Distrito Federal y la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación, así como la ley de amparo en su capítulo relativo. 

El artículo 199 de la misma ley de amparo, señala que el juez de Distrito o la 

autoridad que conozca de un juicio de amparo o del incidente respectivo, que no 

suspenda el acto reclamado cuando se trate de peligro de privación de la vida, o 

alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, si se 

llevare a efecto la ejecución de aquél, será castigado como reo del delito de abuso 



de autoridad, conforme a las disposiciones del Código Penal aplicable en materia 

federal.  

Si la ejecución no se llevare a efecto por causas ajenas a la intervención de la 

Justicia Federal, se le impondrá la sanción que señale el mismo Código para los 

delitos cometidos contra la administración de justicia. 

Por su parte, el artículo 200 de la ley de amparo determina que fuera de los casos 

a que se refiere el artículo anterior, si la procedencia de la suspensión fuere 

notoria y el juez de Distrito que conozca del incidente no la concediere por 

negligencia o por motivos inmorales, y no por simple error de opinión, se impondrá 

la sanción que fija el Código Penal aplicable en materia federal para los delitos 

cometidos contra la administración de justicia. 

El artículo 201 de la citada ley, prescribe que la sanción a que se refiere el 

precepto precedente se aplicará igualmente al juez de Distrito o autoridad que 

conozca del juicio, en cualquiera de los casos siguientes:  

I. Cuando excarcele al quejoso contra lo prevenido en las disposiciones aplicables 

de esta ley, sin perjuicio de la pena que corresponda y que aplicará por separado 

la autoridad competente, si con el excarcelación se cometiere otro delito; 

II. Cuando por no dar curso oportuno a las promociones que por su conducto se 

hagan a la Suprema Corte se retarde o entorpezca maliciosamente o por 

negligencia la administración de justicia; 

III. Cuando sin motivo justificado se suspenda o difiera la audiencia constitucional; 

IV. Cuando fuera de los casos permitidos por esta  ley decrete la suspensión del 

acto reclamado, aunque sea con el carácter provisional, y por virtud de ella se 

produzca un daño o se conceda una ventaja indebidos. 

El artículo 202 de ley en comento, señala que la falta de cumplimiento de las 

ejecutorias de amparo imputables a los jueces de Distrito, o a las autoridades 

judiciales que conozcan del juicio, se castigarán con arreglo a las disposiciones 

del Código Penal aplicable en materia federal a los responsables del delito de 

abuso de autoridad. 

Finalmente, la ley de amparo en su artículo 203, ordena que la imposición de 

cualquiera pena privativa de la libertad por causa de responsabilidad, importa la 



destitución de empleo y suspensión de derechos para obtener otro en el ramo 

judicial, en el del trabajo o en el Ministerio Público, por un término hasta de cinco 

años. 

 

6.5. Responsabilidad de las autoridades. 

 

Las autoridades responsables que en el juicio de amparo o en el incidente de 

suspensión rindan informes en los que afirmaren una falsedad o negaren la 

verdad, en todo o en parte, serán sancionadas en los términos que señala el 

Código Penal aplicable en materia federal para las autoridades que lleven a cabo 

esas afirmaciones o negativas al enviar información a otra autoridad.4 

La autoridad responsable que maliciosamente revocare el acto reclamado, con el 

propósito de que se sobresea en el amparo sólo para insistir con posterioridad en 

dicho acto, será castigada con las sanciones previstas en el Código Penal 

aplicable en materia federal para los responsables del delito de abuso de 

autoridad.5 

La autoridad responsable que no obedezca un auto de suspensión debidamente 

notificado, será sancionada en los términos que señala el Código Penal aplicable 

en materia federal para el delito de abuso de autoridad, por cuanto a la 

desobediencia cometida; independientemente de cualquier otro delito en que 

incurra.6 

La autoridad responsable que en los casos de suspensión admita fianza o 

contrafianza que resulte ilusoria o insuficiente, será sancionada en los términos 

previstos por el Código Penal aplicable en materia federal para los delitos 

cometidos contra la administración de justicia.7 

Si después de concedido el amparo, la autoridad responsable insistiere en la 

repetición del acto reclamado o tratare de eludir el cumplimiento de la sentencia de 

la autoridad federal, inmediatamente será separada de su cargo y consignada al 

juez de Distrito que corresponda, para que la juzgue por la desobediencia 
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 Ibídem; Artículo 204. 
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 Ibídem; Artículo 205. 
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 Ibídem; Artículo 206. 
7
 Ibídem; Artículo 207. 



cometida, la que será sancionada en los términos que el Código Penal aplicable 

en materia federal señala para el delito de abuso de autoridad.8 

Fuera de los casos señalados en los artículos anteriores, cuando la autoridad 

responsable se resista a dar cumplimiento a los mandatos u órdenes dictados en 

materia de amparo será sancionada en la forma precisada en el Código Penal 

aplicable en materia federal para los delitos cometidos contra la administración de 

justicia, por los actos u omisiones ahí previstos.9 

 

6.6. Responsabilidad de las partes. 

 

Se impondrá sanción de seis meses a tres años de prisión y multa de diez a 

noventa días de salario:  

I. Al quejoso en un juicio de amparo que al formular su demanda afirme hechos 

falsos u omita los que le consten en relación con el amparo, siempre que no se 

reclamen algunos de los actos a que se refiere el artículo 17 de la ley de amparo; 

II. Al quejoso o tercero perjudicado en un juicio de amparo, que presente testigos o 

documentos falsos, y 

III. Al quejoso en un juicio de amparo que para darle competencia a un juez de 

Distrito, designe como autoridad ejecutora a una que no lo sea, siempre que no se 

reclamen algunos de los actos a que se refiere el artículo 17 de la ley de amparo.10 

 

Registro IUS: 171389  

 Localización: Novena Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI, Septiembre de 2007, p. 

2613, tesis I.15o.A.28 K, aislada, Común.   

 Rubro: PROTESTA DE DECIR VERDAD COMO REQUISITO EN LA 

EXPRESIÓN DE LOS HECHOS DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. 

RESPONSABILIZA AL QUEJOSO Y GENERA CERTEZA EN EL JUZGADOR 

DE QUE LO AFIRMADO SUCEDIÓ EN LA FORMA DESCRITA.  

 Texto: El examen de los antecedentes legislativos del artículo 116, fracción IV, 

de la Ley de Amparo, que establece como requisito de la demanda de amparo 
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indirecto la obligación del quejoso de manifestar "bajo protesta de decir verdad" 

los hechos o abstenciones que le consten y que constituyen los antecedentes 

del acto reclamado o fundamento de los conceptos de violación, revela que el 

propósito fundamental del legislador es evitar el abuso del ejercicio de la acción 

de garantías, imponiendo sanciones a los quejosos que manifiesten hechos o 

abstenciones falsos en la demanda constitucional, según se corrobora de lo 

dispuesto en el artículo 211 de esa legislación al señalar que cuando algún 

quejoso afirme hechos falsos u omita los que le consten, se hará acreedor a 

una sanción de seis meses a tres años de prisión y multa de diez a noventa 

días de salario; por lo que si lo aseverado por el quejoso, bajo protesta de decir 

verdad, resulta falso, será sancionado. Además, esa protesta de decir verdad 

es susceptible de influir en el ánimo del juzgador de que los hechos o 

abstenciones expresados bajo esa condición, sucedieron en la forma que se 

describen, y si bien pueden no implicar la veracidad de lo narrado, sí 

presuponen su certeza, en tanto se trata de un juicio de buena fe y, en todo 

caso, las partes pueden demostrar la falsedad de lo afirmado. 

DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 

DEL PRIMER CIRCUITO. 

Precedentes: Competencia 3/2007. Suscitada entre el Juzgado Décimo 

Segundo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal y el 

Juzgado Décimo Primero de Distrito en el Estado de México, con residencia en 

Naucalpan de Juárez. 14 de marzo de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: 

Armando Cortés Galván. Secretaria: Lilia Maribel Maya Delgadillo. 

 


